
 
  

INICIAITVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 160 DE LA LEY AGRARIA, A CARGO DEL 

DIPUTADO JORGE EUGENIO RUSSO SALIDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 

MOVIMIENTO CIUDADANO 

El que suscribe, diputado federal Jorge Eugenio Russo Salido, integrante del Grupo Parlamentario de 

Movimiento Ciudadano en la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los 

artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6, numeral 

1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, somete a 

consideración del pleno de esta Cámara de Diputados, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que 

reforma el artículos 160 de la Ley Agraria, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El artículo 27, primer párrafo, y fracción VII de la Constitución Federal establecen lo siguiente: 

“La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional, corresponde 

originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los 

particulares, constituyendo la propiedad privada.” 

“VII. Se reconoce la personalidad jurídica de los núcleos de población ejidales y comunales y se protege su 

propiedad sobre la tierra, tanto para el asentamiento humano como para actividades productivas.” 

Conforme a lo anterior, la propiedad originaria de las tierras dentro del territorio nacional corresponde a la 

nación; sin embargo, ésta puede trasmitirlas a particulares, así como a núcleos de población ejidales o 

comunales. 

Ahora, una vez que la Nación ha transmitido el dominio a ejidos, comunidades o particulares, es de suma 

importancia que dicha transmisión sea respetada y otorgar seguridad jurídica a los nuevos propietarios. Solo así 

se puede tener un país en paz y con estabilidad social. 

La presente iniciativa se relaciona con la regulación de los Terrenos Baldíos y Nacionales. La facultad 

legislativa en la materia, en base a lo previsto por el artículo 73 fracción XIX de la Constitución Federal, 

corresponde al Congreso de la Unión. Dice así el numeral y fracción en cita: 

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

... 

XIX. Para fijar las reglas a que debe sujetarse la ocupación y enajenación de terrenos baldíos y el precio de 

estos. 

...” 

En este sentido, la legislación reglamentaria, siendo en el caso específico la Ley Agraria, debe establecer 

mecanismos de control para evitar que los trámites de carácter agrario en materia de Terrenos Baldíos y 

Nacionales sean utilizados indebidamente, como se explica a continuación. 

El Título Noveno de la actual Ley Agraria, denominado “De los Terrenos Baldíos y Nacionales” , tiene un fin 

noble e importante en la actualidad, para hacer buen uso de los terrenos nacionales, así como para poder 

regularizar la propiedad y posesión de terrenos que pertenecen a la nación pero que por muchos años han estado 



 
  

en posesión y producción de particulares o grupos sociales; sin embargo, en algunas ocasiones ha sido utilizado 

como una herramienta para cometer fraudes en detrimento de personas humildes, pequeños propietarios, 

ejidatarios, comuneros y colonos, ya que los solicitantes comúnmente saben de antemano que dichos predios no 

son terrenos nacionales y que tampoco están en posesión de ellos. 

El engaño consiste, en síntesis, en hacer creer a personas humildes que pueden adquirir terrenos supuestamente 

propiedad de la nación a precios ridículamente bajos. De inicio, los solicitantes les piden dinero por adelantado, 

aun cuando saben que la solicitud no va a prosperar ya que no son terrenos nacionales; son terrenos que 

pertenecen a Pequeños 

Propietarios, a Ejidatarios, a Colonos o cualquier otro titular, mas no a la nación. Sin embargo, como el proceso 

de investigación ante la autoridad agraria lleva mucho tiempo, consiguen mantener el engaño por un largo 

período, vendiéndoles falsas esperanzas y cobrándoles ilegalmente dinero durante dicho lapso de tiempo. 

En casos como los expuestos, se ha llegado al grado de que, durante las diligencias de deslinde, se constata que 

son predios agrícolas que forman parte de distritos de riego y que se encuentran en plena producción, en 

posesión de personas diversas a los solicitantes. Dichas personas son ejidatarios, colonos o legítimos 

propietarios. Adicionalmente, se ha llegado al extremo también de solicitudes de terrenos nacionales sobre 

predios urbanos que fueron desarrollados con muchas décadas de antelación, donde se ubican gasolineras, 

hoteles, naves industriales, casas habitación, planteles escolares, entre otros. Este ha sido el caso 

particularmente en el sur del Estado de Sonora. 

Ante esta circunstancia, se requiere mejorar el proceso de investigación que se lleva a cabo para determinar si 

son terrenos nacionales o no lo son. Se necesitan herramientas jurídicas que permitan desechar por notoriamente 

improcedentes, solicitudes en las que se advierta desde el inicio de que se trata de terrenos que no pertenecen a 

la nación, por existir evidencia de ello en el Registro Agrario Nacional, en las Oficinas Catastrales Municipales, 

en los Registros Públicos de la Propiedad, en los Distritos de Riego reconocidos por la Comisión Nacional del 

Agua, o en cualquier otro registro o archivo de naturaleza análoga, conforme a los cuales se advierta que existe 

un propietario y/o poseedor diverso del solicitante. En estos casos deberá ordenarse el archivo del expediente, 

para evitar un proceso ocioso que únicamente abre el espacio para llevar a cabo conductas como las señaladas 

en párrafos anteriores. 

Adicionalmente, es necesario establecer en la ley, tiempos límites para realizar los trabajos de investigación y 

de deslinde. En este tenor, la iniciativa propone un término de 180 días, equivalente a seis meses para la primera 

etapa, consistente en la investigación inicial. Adicionalmente, se propone otro término igual para los trabajos de 

deslinde, cuando en su caso sea necesario realizarlos. Con estos términos se garantiza que no existan solicitudes 

de terrenos nacionales paralizadas, dejando en incertidumbre a las partes interesadas. 

Por los motivos que fueron expuestos se propone reformar el artículo 160 de la Ley Agraria para quedar 

redactado de la manera siguiente: 

Título Noveno 

De los Terrenos Baldíos y Nacionales 



 
  



 
  



 
  

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a esta Soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma el artículo 160 de la Ley Agraria 

Único: Se reforma el artículo 160 de la Ley Agraria para quedar redactado como sigue: 

Artículo 160. La Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano, de oficio o a petición de parte, 

realizará una investigación sobre el régimen de propiedad del terreno presuntamente nacional, ante el 

Registro Agrario Nacional, el Registro Público de la Propiedad de la entidad federativa donde se ubique 

el bien, el Registro Público de la Propiedad Federal, las Oficinas Catastrales del Municipio donde se 

encuentre el terreno, o del Distrito de Riego correspondiente, en su caso. Esta etapa se llevará a cabo en el 

plazo de hasta 180 días hábiles. Si de la respuesta se determina que el bien ya salió del dominio de la 

nación, se archivará el expediente correspondiente como totalmente concluido. De determinarse que no 



 
  

está inscrito o en posesión de persona alguna, llevará a cabo las operaciones de deslinde que fueren 

necesarias, directamente o por conducto de la persona que designe, en un plazo de hasta 180 días hábiles. 

La Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano llevará a cabo las operaciones de deslinde que 

fueren necesarias, directamente o por conducto de la persona que designe. El deslindador formulará aviso de 

deslinde en el que señalará el lugar donde tenga instaladas sus oficinas, en las que deberá poner los planos 

relativos a los terrenos que se van a deslindar a disposición de cualquier interesado para su consulta. Dicho 

aviso será publicado por una sola vez en el Diario Oficial de la Federación, en el periódico oficial de la entidad 

federativa en que se encuentre el terreno que se va a deslindar y en uno de los diarios de mayor circulación de la 

propia entidad federativa, fijándolo además en los parajes cercanos al mismo terreno. En todas las 

publicaciones anteriores, en el aviso se incluirá un croquis con coordenadas UTM en el que se indiquen 

con toda precisión los límites y colindancias del terreno . Los propietarios, poseedores, colindantes y 

aquellos que se consideren afectados por el deslinde, tendrán un plazo de treinta días hábiles para exponer lo 

que a su derecho convenga. Dicho plazo se computará a partir del día siguiente al de la última de las 

publicaciones señaladas en el presente artículo. 

El deslindador notificará a quienes se hubieren presentado el día, hora y lugar en que principiarán las 

operaciones de deslinde a efecto de que concurran por sí o designen representante. Se levantará acta de las 

diligencias realizadas, en la que firmarán el deslindador, dos testigos y los interesados que estuvieren o no 

conformes; en caso de inconformidad se hará constar esta circunstancia, sin que la falta de firma de estos 

últimos afecte la validez del acta. Los inconformes podrán presentar al momento de la diligencia los 

documentos probatorios que consideren relevantes en relación al predio en deslinde . Los propietarios o 

poseedores de predios prestarán toda clase de facilidades para que se lleven a cabo los trabajos de deslinde. En 

caso de oposición, el deslindador solicitará la ayuda de la fuerza pública. 

Recibida por la Secretaría la documentación de las operaciones de deslinde procederá a hacer el estudio de las 

mismas, tanto de la parte técnica topográfica, como de la titulación enviada y resolverá si el terreno solicitado es 

o no nacional o, en su caso, si dentro de la zona abarcada por el deslinde existen o no terrenos nacionales. Las 

resoluciones se notificarán a los interesados en los domicilios que hayan señalado, y se publicarán además en el 

Diario Oficial de la Federación. 

En caso de controversia respecto de las resoluciones que dicte la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial 

y Urbano , el interesado podrá someter el asunto al conocimiento de los Tribunales Agrarios, en un plazo de 

quince días hábiles siguientes al en que haya surtido efectos la notificación personal al interesado, o de la fecha 

de publicación en el Diario Oficial de la Federación en caso de que se desconozca su domicilio. 

Artículos Transitorios 

Primero: El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo : Los trámites relacionados con terrenos baldíos y nacionales que se encuentren pendientes de resolver 

se seguirán llevando conforme a las leyes vigentes en el momento en que se iniciaron. Sin embargo, en lo que 

no se opongan, podrán verse simplificados o agilizados con las disposiciones del presente decreto. 

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, Ciudad de México, a 3 de octubre de 2019. 

Diputado Jorge Eugenio Russo Salido (rúbrica) 

 


